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“Es preciso abolir del todo el principio de la reelección. 
Que el que ha sido presidente no pueda volver a serlo 

en su vida.
Continuará el abuso del influjo oficial en otra forma, pero 

será menor y menos capaz de dañar a la paz pública”.1

Juan Bautista Alberdi

Resumen: la ponencia analiza la Opinión Consultiva OC-28/21 
de la Corte IDH, referida a las reelecciones presidenciales in-
definidas y propone una lectura crítica de sus fundamentos. En 
el trabajo se sostiene que las normas de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos y los instrumentos del sistema 
interamericano no permiten inferir una prohibición explícita o 
implícita de la reelección presidencial indefinida.

Abstract: this article analyzes Advisory Opinion OC-28/21 of 
the Inter-American Court of Human Rights regarding indefi-
nite presidential reelections and proposes a critical reading of 
the Court’s reasoning. The paper argues that the norms of the 

1	 Alberdi, Juan Bautista, Obras selectas, Buenos Aires, Librería “La Facultad”, 
1920, t. V, p. 329.
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American Convention on Human Rights and the instruments 
of the Inter-American system do not allow for the inference 
of an explicit or implicit prohibition of indefinite presidential 
reelection.

Palabras clave: reelecciones indefinidas,  control de conven-
cionalidad, margen de apreciación nacional.
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I. Introducción

El 7 de junio de 2021, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (Corte IDH) emitió la Opinión Consultiva OC-28/21,2 
conforme el artículo 64.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (la Convención), acerca de “La figura de la 
reelección presidencial indefinida en sistemas presidenciales en 
el contexto del sistema interamericano de derechos humanos”. 
La Corte IDH se expidió sobre la cuestión con un voto suscripto 
por cinco jueces y dos disidencias.3 La mayoría se expidió en es-
tos términos:

1.	 La reelección presidencial indefinida no constituye un 
derecho autónomo protegido por la Convención Ameri-

2	 Corte IDH, Opinión consultiva OC-28/21 del 7 de junio de 2021, solicita-
da por la República de Colombia, Serie A, núm. 28,  https://www.corteidh.
or.cr/docs/opiniones/seriea_28_esp.pdf, 1 de marzo de 2024.

3	 La opinión mayoritaria se conformó por los jueces Elizabeth Odio Beni-
to, Eduardo Vio Grossi, Humberto Antonio Sierra Porto, Eduardo Ferrer 
Mac-Gregor Poisot y Ricardo Pérez Manrique. En disidencia se pronuncia-
ron los jueces L. Patricio Pazmiño Freire y Eugenio Raúl Zaffaroni.
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cana sobre Derechos Humanos ni por el corpus iuris del 
derecho internacional de los derechos humanos.

2.	 La prohibición de la reelección indefinida es compatible 
con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, y la Carta Democrática Interamericana. 

3.	 La habilitación de la reelección presidencial indefinida 
es contraria a los principios de una democracia repre-
sentativa y, por ende, a las obligaciones establecidas en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre.

La Corte IDH circunscribió su análisis a la permanencia en el 
cargo de la persona que ejerza la presidencia de la República por 
más de dos períodos consecutivos de duración razonable (cfr. 
párrafo 38). De esta forma, excluyó del examen las reelecciones 
referidas al resto de los cargos electivos ejecutivos y legislativos, 
como así también las de los sistemas parlamentarios.4 Al respec-
to, cabe señalar de entrada que el objeto delimitado por la Corte 
IDH para su estudio, es decir, la limitación de la mentada figura 
presidencial a dos períodos consecutivos de duración razonable 
no exhibe sustento en el texto de la Convención y luce, cuanto 
menos, como una construcción discrecionalmente configurada.

Por cierto, la decisión de la Corte IDH debe entenderse en 
un contexto en el cual, en años anteriores, cuatro Estados de la 
región autorizaron las reelecciones presidenciales indefinidas: 
Nicaragua, Honduras, Bolivia y Venezuela. Los tres primeros ha-
bilitaron las reelecciones ilimitadas mediante interpretaciones 
judiciales,5 a pesar de que sus ordenamientos constitucionales las 
impedían. Irónicamente, el argumento central fue la defensa de 

4	 Así lo aclara en la nota al pie de página 89.
5	 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua, sentencia 

Nº 504 del 19 de octubre de 2009; Corte Suprema de Justicia de Honduras, 
sentencia del 22 de abril de 2015 y Tribunal Constitucional Plurinacional 
de Bolivia, sentencia Nº 0084-2017, del 28 de noviembre de 2017. En 2021, 
la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El Salvador, 
sentencia 1-2021 del 3 de septiembre de 2021, habilitó la reelección para 
un nuevo período del presidente en ejercicio Nayib Bukele.
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los derechos políticos consagrados en el sistema interamericano 
de derechos humanos.6

Por su parte, Venezuela recurrió a una enmienda de su Cons-
titución para suprimir la limitación de una reelección.7 

A lo largo de la OC-28/21, la Corte IDH examina el alcance 
de las siguientes normas en juego: el artículo 23 de la Conven-
ción, el artículo xx de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre (la Declaración), el artículo 3 de la Carta 
Democrática Interamericana (la Carta) y, en menor medida, el 
artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos (el PIDCP). La opinión consultiva es importante por cuanto 
repercute en las soberanías y democracias constitucionales de 
los Estados parte y da lugar para reflexionar, entre otras cuestio-
nes, sobre el control de convencionalidad, el activismo interpre-
tativista o principialista de la Corte IDH, las relaciones entre el 
derecho constitucional y el derecho convencional.

II. Problema e ideas principales

Inicialmente, la opinión consultiva trasluce una interpreta-
ción expansiva de los instrumentos del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos. En este sentido, de la literalidad de las 
normas reseñadas no surge expresa o implícitamente la prohi-
bición de la reelección presidencial indefinida y, por tanto, de 
esa obligación jurídica para los Estados. En tal contexto, surgen 
las siguientes interrogantes: ¿cómo repercute la OC-28/21 en los 
sistemas constitucionales de los Estados que consagraron la re-

6	 Al respecto, Alberto Ricardo Dalla Vía sostiene: “Los ejemplos de Nicara-
gua, Honduras y Bolivia dan cuenta de la actuación ‘ultra vires’ de sus cortes 
constitucionales, con el afán no solo de interpretar directamente el alcance 
de la Convención Americana, sino deslindar de su artículo 23 un pretendido 
derecho humano que jamás ha sido reconocido por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en su jurisprudencia” (DALLA VÍA, Alberto Ricar-
do, “Una pretensión de inmortalidad: la reelección presidencial indefinida 
en América Latina”, Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas, 
Buenos Aires, 2021, p.11, https://www.ancmyp.org.ar/user/FILES/Dalla_
Via_Una_Pretensi%C3%B3n_Inmortalidad.pdf, 23 de marzo de 2024.

7	 La modificación ocurrió en 2009.
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elección presidencial indefinida? ¿La OC-28/21 impone que los 
Estados adopten reformas normativas para impedir la reelección 
presidencial ilimitada? Las respuestas dependerán, principal-
mente, de la comprensión que tengamos del control de conven-
cionalidad. Adicionalmente, la Convención contiene una cláusu-
la destinada a los países con forma de Estado federal. La cláusula 
federal en lo que importa dispone: 

Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corres-
ponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la Fede-
ración, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas 
pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las 
autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las 
disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención 
(art. 28.2).

Entonces, es pertinente también preguntarse: ¿qué efectos 
provoca la opinión consultiva en los Estados federales en donde 
los gobiernos locales tienen permitida la reelección indefinida de 
sus gobernadores, tal como sucede en algunas provincias argen-
tinas?

III. Marco normativo involucrado y  
razones de la Corte IDH: divergencias

Antes de continuar, transcribiré las normas que se encuentran 
involucradas en la sentencia de la Corte IDH y formularé breves 
comentarios en lo pertinente. No hay dudas de que tener pre-
sente la letra de las normas en estudio, y su valor jurídico, es de 
suma importancia para abordar la problemática.

a)	 Artículo 23, Convención Americana sobre Derechos Humanos 
1.	 Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes de-

rechos y oportunidades.
a)	 de participar en la dirección de los asuntos públi-

cos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos;

b)	 de votar y ser elegidos en elecciones periódicas au-
ténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
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por voto secreto que garantice la libre expresión de 
la voluntad de los electores, y

c)	 de tener acceso, en condiciones generales de igual-
dad, a las funciones públicas de su país.

2.	 La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos 
y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, ex-
clusivamente por razones de edad, nacionalidad, resi-
dencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condena, por juez competente, en proceso penal.
El artículo 23 de la Convención exhibe dos partes di-
ferenciadas. La primera destinada a consagrar un con-
junto de derechos y oportunidades de participación 
política, de los que se desprende la obligación estatal 
de celebrar elecciones periódicas y auténticas. La se-
gunda concentrada en determinar las causas legales 
que pueden dar lugar a limitaciones.  

b)	 Artículo XX, Declaración Americana de los Derechos y De-
beres del Hombre 
Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de 
tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por 
medio de sus representantes, y de participar en las elec-
ciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, 
periódicas y libres.
Las estipulaciones de la Declaración van en absoluta sin-
tonía con la Convención al plasmar derechos políticos e 
imponer a los Estados la realización de elecciones genui-
nas, periódicas y libres. 

c)	 Artículo 3, Carta Democrática Interamericana 
Son elementos esenciales de la democracia representativa, 
entre otros, el respeto a los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con 
sujeción al estado de derecho; la celebración de elecciones 
periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal 
y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el 
régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la 
separación e independencia de los poderes públicos.
De acuerdo a lo manifestado por la Corte IDH en la opi-
nión consultiva, la Carta “constituye un texto interpreta-
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tivo tanto de la Carta de la OEA como de la Convención 
Americana” (cfr. párrafo 29). Puntualmente:

Este instrumento jurídico es una norma de interpretación auténtica 
de los tratados a que se refiere, pues recoge la interpretación que 
los propios Estados miembros de la OEA, incluyendo a los Estados 
parte en la Convención, hacen de las normas atingentes a la demo-
cracia tanto de la Carta de la OEA como de ésta (párrafo 53). 

Es importante aclarar que este instrumento fue aprobado por 
la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos 
(en adelante, OEA) el 11 de septiembre de 2001 y que cada Es-
tado miembro cuenta con un voto en la Asamblea (art. 56 de la 
Carta de la OEA). En mi opinión, la Carta tiene una legitimidad y 
una fuerza vinculante débil, que no puede ser equiparada a la de 
un tratado internacional. 

Resultan en extremo llamativas las fuentes del derecho a las 
cuales recurre la Corte IDH para dar solidez a su decisión. Van 
dos ejemplos más. En los párrafos 136 y 137, se vale de las opi-
niones de la Comisión de Venecia (órgano consultivo del Conse-
jo de Europa) y del Secretario General de las Naciones Unidas. 
A pesar de que resulta obvio, la Comisión de Venecia pertenece 
a otros sistemas y la opinión política de un alto funcionario solo 
puede ser tomada, si se quiere, como un argumento de pretendi-
da autoridad.

d)	 Artículo 25, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distin-
ciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones 
indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:

a)	 Participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libre-
mente elegidos:

b)	 Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, au-
ténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de 
la voluntad de los electores;

c)	 Tener acceso, en condiciones generales de igual-
dad, a las funciones públicas de su país.
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El PIDCP proviene del Sistema Universal de Protección de De-
rechos Humanos y opera en el marco de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU). Reproduce los derechos de participación 
política y las obligaciones estatales enunciadas anteriormente.

De la lectura literal y sistemática de las normas transcriptas 
resulta claro que, por más esfuerzo que se haga, no es posible 
extraer una prohibición explícita o implícita a la reelección pre-
sidencial indefinida. Ello, por supuesto, dejando de lado el juicio 
que pudiera merecer el instituto a partir de las preferencias mo-
rales, las opciones políticas o las expectativas sociales.

Frente a lo anterior, corresponde individualizar los argu-
mentos desarrollados por la Corte IDH para fundar la prohibi-
ción de la reelección presidencial indefinida en la OC-28/21. Las 
cuestiones por considerar, en sus propios términos, son las si-
guientes: a) la reelección presidencial indefinida como derecho 
humano autónomo; b) la compatibilidad de la prohibición de la 
reelección presidencial indefinida con los derechos políticos y c) 
la compatibilidad de la reelección presidencial indefinida con las 
obligaciones de derechos humanos.

En cuanto al primer dilema, la Corte IDH se vale de la inter-
pretación literal para afirmar que no existe un derecho humano 
autónomo a la reelección indefinida. En tal sentido, repasa el es-
quema del derecho internacional de los derechos humanos, entre 
otras fuentes, sin encontrar ninguna regla expresamente estable-
cida. Puntualmente, sostiene que de la literalidad de la Conven-
ción y del PIDCP surge el derecho a votar y ser elegido.

Con relación al segundo tópico, la Corte IDH sostiene que 
los derechos políticos no son absolutos y que los Estados pueden 
limitar el derecho a ser elegido. En consecuencia, la prohibición 
a la reelección presidencial indefinida es viable, y debe satisfacer 
los requisitos de legalidad, finalidad o exigencias del bien común 
(art. 32 de la Convención) e idoneidad. Finalmente, pondera las 
ventajas de la prohibición para la alternancia democrática: evita 
que una persona se perpetúe en el poder y se degrade la demo-
cracia representativa. Aquí la fundamentación de la Corte IDH 
es consecuencialista, ya que pone el acento en los efectos de la 
prohibición.
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En derredor al tercer punto, la Corte IDH aclara que el Siste-
ma Interamericano no impone a los Estados un sistema político, 
pero que las regulaciones deben ser compatibles con los princi-
pios de la democracia representativa que emanan del propio sis-
tema y que se desprenden de la Carta. En lo sustancial, sostiene 
lo siguiente:

�de una lectura sistemática de la Convención Americana, incluyen-
do su preámbulo, la Carta de la OEA y la Carta Democrática Intera-
mericana, es necesario concluir que la habilitación de la reelección 
presidencial indefinida es contraria a los principios de una demo-
cracia representativa y, por ende, a las obligaciones establecidas en 
la Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(párrafo 146). 

En lo personal, estoy en contra de las reelecciones presiden-
ciales ilimitadas.8 Sin embargo, esta ponencia no trata sobre lo 
bueno, lo conveniente o lo preferible, sino que pretende analizar 
si su prohibición surge de la letra de los instrumentos de dere-
chos humanos a los que se comprometieron los Estados parte. En 
este sentido, es notorio que la Corte IDH utiliza la interpretación 
literal para definir la primera cuestión, pero luego mide la segun-
da a la luz de consecuencias extranormativas y descubre para la 
tercera el espíritu de los principios.

IV. Algunas tensiones en torno a la  
comprensión del control de convencionalidad 

 y del margen de apreciación nacional

Sin dudas, el tema de la reelección presidencial en un sistema 
presidencialista es una cuestión trascedente, pero acaso sea más 
relevante el problema subyacente al Sistema Interamericano: las 
tensiones entre los niveles nacionales y supranacionales. El de-
recho internacional de los derechos humanos es receptado de 

8	 En idéntico sentido, Diego Valadés se muestra a favor de reducir el man-
dato del presidente a cuatro años y prohibir toda posibilidad de reelección. 
(Cfr. Valadés, Diego, Constitución y democracia, México, UNAM, 2002, pp. 
167 y 180).
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distintas formas por la comunidad de naciones que integran el 
sistema de protección regional americano. Ello responde a que 
los países, en ejercicio de su soberanía, contraen las obligaciones 
internacionales que estiman convenientes mediante los mecanis-
mos establecidos en sus ordenamientos jurídicos positivos. Las 
razones y motivaciones pueden ser diversas, pero lo cierto es que 
ello es consecuencia de la historia y de la realidad de cada Estado.

Desde 1853/60, la Constitución Argentina (CA) establece en 
sus artículos 27 y 31 que la Constitución federal, las leyes na-
cionales y los tratados internacionales son “la ley suprema de 
la Nación”, con la aclaración de que los tratados deben estar de 
conformidad con los “principios de derecho público” de la Cons-
titución. A la vez, en su última reforma de 1994, dispuso en su 
artículo 75, inciso 22, que los tratados de derechos humanos allí 
enumerados tienen jerarquía constitucional, en las condiciones 
de su vigencia, no derogan artículo alguno de la primera parte 
y deben entenderse como complementarios de los derechos y 
garantías de la Constitución. 

Al principio, en general, se sostenía que las condiciones de vi-
gencia de los tratados implicaban las reservas o las declaraciones 
interpretativas formuladas por el Estado o el plazo de entrada en 
vigor fijado al momento de receptar el instrumento.9 Luego, con 
el correr de los años, fue ganando lugar la idea de que esas condi-
ciones de vigencia remitían a las interpretaciones realizadas por 
los organismos supranacionales de protección. Esta posición fue 
creciendo en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación (CSJN) y en gran parte de la doctrina vernácula.10 

9	 “La Constitución Argentina vigente desde el 24 de agosto de 1994 otorga 
jerarquía constitucional a diez instrumentos internacionales de derechos 
humanos en las condiciones de su vigencia, esto es, con las reservas y de-
claraciones interpretativas que hubieran sido formuladas, que se entienden 
complementarios de la parte dogmática de la Constitución”, Pinto, Mónica, 
Temas de derechos humanos, Buenos Aires, Editores del Puerto, 2011, p. 66.

10	 Según Pablo L. Manili, “las decisiones de los órganos internacionales de 
derechos humanos no integran el bloque de constitucionalidad argentino. 
No obstante de acuerdo a la jurisprudencia de la CSJN, las sentencias de la 
CIDH integran las condiciones de vigencia de los instrumentos internacio-
nales que conforman el bloque, mientras que los informes de la comisión 
IDH deben servir de guía a los jueces para la interpretación de esos instru-
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Desde esta perspectiva, los pronunciamientos del Sistema Intera-
mericano integran las condiciones de vigencia de los tratados y, 
por ende, son fuente de obligaciones en el derecho argentino.11 

Sea de ello lo que fuera, lo cierto es que desde su concreción 
en el caso “Sojo” (1887)12 de la CSJN, hasta su consagración ex-
plícita con la inserción del artículo 43 en la reforma de 1994, 
contamos a nivel federal con un sistema de control judicial de 
constitucionalidad difuso. Este sistema tuvo como pretensión 
original resguardar la supremacía de la CA y del orden jerárqui-
co en su integridad. Naturalmente, con la reconfiguración nor-
mativa ocurrida con la reforma de 1994, el sistema de control 
de constitucionalidad federal reorientó sus objetivos, dado que a 
partir de entonces la CA comparte la cúspide del ordenamiento 
con los tratados de derechos humanos antes indicados. Esto sig-
nifica que el control de constitucionalidad, desde el último mo-
mento constituyente, opera como garantía para salvaguardar la 
supremacía de la CA y de los tratados de derechos humanos con 
jerarquía constitucional. 

En paralelo, la Corte IDH señaló en la sentencia “Almonacid 
Arellano”13 que los jueces nacionales deben realizar una especie 

mentos”, Manili, Pablo Luis, “Sentencias de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación: a propósito 
del fallo ‘Fontevecchia’”, La Ley, Buenos Aires, t. 2017-B, pp. 114-121.

11	 Horacio D. Rosatti explica: “no es históricamente cierto que la expresión 
“en las condiciones de su vigencia” [en referencia a la incorporación al 
orden jurídico argentino de los tratados internacionales sobre derechos 
humanos] haya sido considerada en la Convención Constituyente como 
un equivalente a “con la interpretación que de tales instrumentos realicen 
los tribunales internacionales competentes”, Rosatti, Horacio Daniel, “El 
llamado ‘control de convencionalidad’ y el ‘control de constitucionalidad’ 
en la Argentina”, La ley, Buenos Aires, t. 2012-A, pp. 911-915.

12	 Fallos 32:120.
13	 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, excepciones preli-

minares, fondo, reparaciones y costas, sentencia del 26 de septiembre de 
2006, serie C, núm. 154, párr. 124, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/
articulos/seriec_154_esp.pdf, 15 de marzo de 2024. Jorge Alejandro Amaya 
dice que la Corte IDH: “aspira a que los estándares de protección en torno 
a los derechos y garantías que el tribunal viene elaborando a través de su 
jurisprudencia integren, juntamente con los tratados, protocolos y declara-
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de control de convencionalidad a fin de verificar que las normas 
internas no sean violatorias del orden jurídico convencional. 
Queda fuera de cualquier discusión que los Estados deben cum-
plir con las decisiones de la Corte IDH en los casos en que son 
parte (art. 68 de la Convención). Sin perjuicio de que Argentina 
no era parte en esa controversia, es evidente que desde la re-
forma de 1994 los jueces argentinos deben fallar de conformi-
dad con la CA y los tratados de derechos humanos con jerarquía 
constitucional. Por esta última razón, entiendo que el juicio de 
compatibilidad de las normas nacionales infraconstitucionales 
para con los tratados con jerarquía constitucional se impone des-
de la vigencia de la reforma de 1994 y no desde que la Corte IDH 
acuñara la expresión “control de convencionalidad”.

En relación directa con el control de convencionalidad, creo 
que las discusiones relativas a la doctrina del margen de apre-
ciación nacional14 —entendido en términos básicos como la po-
sibilidad de que los Estados puedan interpretar las normas con-
vencionales de acuerdo a sus propias particularidades nacionales 
— deben tener en cuenta, necesariamente, la jerarquía dada por 
cada Estado a los instrumentos internacionales y el sistema de 
control de constitucionalidad adoptado por estos.15

ciones de derechos humanos, un “ius commune interamericano” de aplica-
ción a todos los Estados signatarios, hayan sido o no parte de los procesos 
específicos a través de los cuales se construyen”, Amaya, Jorge Alejandro, 
Fronteras del sistema interamericano de derechos humanos, Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, Astrea, 2023, p. 68.

14	 “La doctrina del margen de apreciación nacional encuentra su origen como 
criterio hermenéutico instaurado por los organismos del sistema europeo, 
a fin de interpretar y aplicar el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(...) esta doctrina puede ser entendida como un espacio de discrecionali-
dad que cuentan los Estados partes, para fijar el contenido y alcance de los 
derechos del Convenio Europeo, tomando en consideración determinadas 
circunstancias jurídicas, sociales y culturales”, López Alfonsín, Marcelo Al-
berto, “La doctrina del margen de apreciación nacional”, Revista de Derecho 
Público, Buenos Aires, 2017-1, p. 126.

15	 “Otro desafío en el ejercicio del control de convencionalidad por parte de 
los tribunales internos se ciñe a la llamada doctrina del “margen de apre-
ciación” que distingue entre un núcleo duro o esencial común para todos 
y otro más flexible y maleable, que admitiría ciertas modalidades secunda-
rias de extensión y de aplicación, atendiendo las limitaciones, posibilida-
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Sostengo que el margen de apreciación nacional existe des-
de antes de que sea bautizado como tal16 y que va a continuar a 
pesar de las críticas y los elogios, dado que es imposible que los 
poderes públicos realicen e interpreten el derecho prescindiendo 
de su propio contexto.17 El problema radica en la supuesta obli-
gatoriedad de seguimiento de las interpretaciones de los órganos 
del sistema interamericano. Al respecto, alguna jurisprudencia 
de nuestra CSJN y parte de la doctrina nacional sostienen que los 
estándares fijados por la Corte IDH en sus sentencias deben ser 
aplicados en los litigios sustanciados en el territorio argentino 
sin cortapisas y con independencia de si esas reglas jurispruden-
ciales fueron fijadas en casos en los que Argentina no haya sido 
parte. 

La jurisprudencia, tanto nacional como internacional, no 
puede ser aplicada de manera automática y sin reflexión alguna. 
Más allá de que en estas tierras no rige el precedente como fuente 
de derecho obligatoria, es indudable que para aplicar las reglas 
establecidas por un tribunal hay que comprobar la existencia de 

des y peculiaridades de cada país; su idiosincrasia y experiencias. Es decir 
¿la doctrina de la Corte IDH debe ser efectivizada por los jueces de todos 
los Estados que han aceptado la competencia de la Corte de una forma in-
alterable o pueden éstos adecuarla a su ordenamiento jurídico interno en 
virtud de la noción del margen de apreciación?”, Amaya, Jorge Alejandro, 
“Perspectivas y prospectivas del control de constitucionalidad y conven-
cionalidad”, http://www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/2020/se-
minario-de-investigacion-debates-fundamentales-en-el-derecho-publico-con-
temporaneo/tema-03-amaya.pdf, 19 de mayo de 2024.

16	 La discusión sobre el margen de apreciación nacional se instaló a partir de 
Fallos 340:47, “Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ informe sen-
tencia dictada en el caso ‘Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina’ por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, sentencia del 14 de febrero de 2014.

17	 “La idea básica es pues que los Estados partes tienen un cierto margen 
de discrecionalidad en la aplicación y el cumplimiento de las obligaciones 
impuestas por el Convenio y en la ponderación de intereses complejos. 
No obstante, si en el uso de esa discrecionalidad que el margen permite, el 
Estado se sobrepasa y se produce un exceso, un ultra vires, aunque parezca 
en sí mismo legítimo, la lógica del respeto al principio de proporcionalidad 
aboca a una supervisión europea”, García Roca, Javier, “La muy discrecio-
nal doctrina del margen de apreciación nacional según el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos: soberanía e integración”, UNED, Teoría y Realidad 
Constitucional, Buenos Aires, nº 20, 2007, p. 122.
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un caso análogo y para ello es necesario analizar detenidamente 
los hechos de la causa y el derecho aplicable. En definitiva, las 
riñas entre el control de constitucionalidad y el control de con-
vencionalidad no son disputas de índole semántica, sino que, por 
el contrario, tienen como epicentro la jerarquía de las fuentes y 
la determinación del derecho aplicable. El margen de apreciación 
nacional es una consecuencia necesaria e inevitable del diseño 
constitucional argentino, en atención a que la arquitectura cons-
titucional ordena la coexistencia de ciertos tratados de derecho 
humanos con la CA y lo hace en un plano de igualdad jerárquica. 
Asimismo, esa relación está definida como complementaria.18

En suma: los poderes públicos estatales deben tener en cuen-
ta el trabajo de los órganos del Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos.19 La labor de la Corte IDH y demás organismos 

18	 En este sentido, comparto la opinión de Raúl Gustavo Ferreyra: “En la 
Argentina, tal margen de apreciación estatal emanado de la normatividad 
suprema existe y se encuentra a cargo de las “autoridades creadas” en su 
Constitución federal (…) Por todo ello, resulta de imposible representa-
ción que un problema deba agotarse, siempre y globalmente, dirigiendo 
la comprensión a la fuente foránea, sin examinar su natural y persistente 
complementariedad con la fuente estatal y en un caracterizado desdecir de 
su propia voz, lengua y cultura constitucional. Se asume, entonces, que la 
racional conglobación entre el Derecho (estatal) Constitucional y el DIDH 
(internacional) con jerarquía constitucional, tipificado en la Argentina 
en términos de equivalencia de las fuentes (CF y DIDH, según regulación 
contenida en el art. 75, inc. 22), abre un espacio interesante y de proba-
da riqueza semántica para la “complementariedad”, cuyo único requisito 
reside en el propio margen de reserva estatal propiamente estipulado por 
la Constitución federal”, Ferreyra, Raúl Gustavo, Manifiesto sobre el Esta-
do Constitucional: reglas fundamentales sobre raigambre y justificación de la 
mancomunidad estatal, Medellín, UNAULA, 2017, pp. 99 y 100.

19	 Coincido con Alberto B. Bianchi: “bajo la CADH, la Corte IDH no pue-
de imponer otra obligación que la de “tener en cuenta” su jurisprudencia. 
En efecto, no existe norma alguna en la CADH que le otorgue a la Corte 
IDH poder para imponer a los Estados integrantes del SIDH la obligación 
de “acatar” su jurisprudencia bajo pena de incurrir en responsabilidad in-
ternacional. Esta responsabilidad solamente surge frente al incumplimien-
to de sus fallos recaídos en los casos en los cuales los Estados son parte. 
Conforme al art. 68 CADH solamente tales sentencias son obligatorias”, 
Bianchi, Alberto B., “Una reflexión sobre el llamado ‘control de convencio-
nalidad’”, La Ley, t. 2010-E, pp. 1090-1100.

| 170 

Leandro Abel Martínez



debe ser considerada por las autoridades creadas por la CA. Pero 
ello no es sinónimo de seguimiento obligatorio. Ninguna dispo-
sición del máximo rango normativo así lo estipula y, por lo tan-
to, no se configura responsabilidad internacional. En definitiva, 
el derecho internacional de los derechos humanos con jerarquía 
constitucional tiene que tener conformidad con la CA. En la bús-
queda de la conformidad (art. 27 CA) y la complementariedad 
(art. 75, inc. 22, CA) ordenada por la CA los poderes públicos 
estatales poseen un margen de apreciación para cumplir con el 
cometido constitucional. 

V. Acercamiento al panorama  
constitucional de la Argentina

De regreso al tópico específico de los períodos presidenciales, la 
CA establece límites temporales a los mandatos del presidente. 
Estipula que la duración del mandato del presidente sea de cuatro 
años. En cuanto al instituto de la reelección, la CA permite que el 
presidente en ejercicio se presente para ser electo para un nuevo 
mandato. De acuerdo a la CA, el presidente y el vicepresidente 
pueden ser reelectos o sucederse de manera recíproca inmedia-
tamente, una sola vez, pero transcurrido otro mandato presiden-
cial pueden volver a ser electos (art. 90, CA).

La CA únicamente regula los mandatos representativos fede-
rales y consagra la periodicidad de los mandatos representativos: 
presidente, cuatro años (art. 90 CA); senadores, seis años (art. 56 
CA) y diputados, cuatro años (art. 50 CA). En el nivel legislativo, 
la CA no condensa en una norma constitucional la prohibición o 
autorización para las reelecciones. Los senadores y los diputados 
pueden ser reelectos. En el primer caso, la disposición utiliza la 
expresión “indefinidamente” (art. 56 CA). En el segundo caso, 
la norma usa el término “reelegibles” (art. 59 CA). En cualquier 
supuesto, la reelección es ilimitada. 

A su vez, la CA diseña un modelo de organización territorial 
federal. En consecuencia, consagra la autonomía de las provin-
cias y de la CABA. Ellas se dan sus propias constituciones y, a 
través de ellas, sus instituciones. En este sentido, eligen sus go-
bernadores, sus legisladores y demás funcionarios locales, sin in-
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tervención del Gobierno federal. Naturalmente, existen límites, 
entre los que se destaca el respeto del sistema representativo y 
republicano (arts. 5, 122, 123 y 129 CA, principalmente). Como 
corolario de lo expuesto, las provincias y la CABA disponen en 
las constituciones locales la duración de sus mandatos repre-
sentativos y las posibilidades de reelección. Por esta razón y en 
cuanto a la reelección del gobernador, existen provincias que no 
la permiten, otras que autorizan una sola y algunas que la habili-
tan ilimitadamente.20 

Da cuenta de la relevancia del asunto en Argentina un recien-
te pronunciamiento de la CSJN vinculado a las reelecciones en 
los niveles locales. El 1 de junio de 2023, en la causa “Evolución 
Liberal y otro c/ San Juan, Provincia de s/ amparo”,21 la CSJN 
impidió una nueva postulación del gobernador de la provincia de 
San Juan. La Constitución de esa provincia, en su artículo 175, 
dispone: “El Gobernador y el Vicegobernador duran cuatro años 
en el ejercicio de sus funciones y pueden ser reelegidos consecu-
tivamente hasta dos veces”. El pretendido candidato había sido 
vicegobernador entre 2011 y 2015, luego gobernador durante el 
período 2015-2019 y nuevamente gobernador en el lapso 2019-
2023. De acuerdo a las distintas miradas de los ministros de la 
CSJN, son rasgos distintivos del sistema republicano la periodici-
dad y la renovación de las autoridades, por lo que rechazaron las 
reelecciones sucesivas múltiples o potencialmente indefinidas. 
Todo ello en aras de limitar el poder y evitar la perpetuación en 
los cargos. 

En la referida sentencia de la CSJN, la OC-28/21 de la Corte 
IDH se cita en dos considerandos (14 y 20) del voto concurrente 

20	 En torno a las consecuencias, Antonio María Hernández reflexiona: En lo 
específicamente electoral, estimamos negativamente las reelecciones inde-
finidas que se permiten en varias provincias y en gran parte de los munici-
pios del país. Ellas consolidan el hiperpresidencialismo, terminan afectando 
el sistema republicano y democrático e impiden la renovación de las diri-
gencias, Hernández, Antonio María, “20 propuestas para fortalecer el fede-
ralismo argentino”, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Academia Nacional 
de Ciencias Morales y Políticas, Buenos Aires, 2015, p. 45,  https://www.anc-
myp.org.ar/user/FILES/Hern%C3%A1ndez-D-15.pdf, 20 de mayo de 2024.

21	 Fallos: 346:543. El caso se resolvió de manera unánime por los votos con-
juntos de los jueces Rosatti y Maqueda y concurrente de Rosenkrantz.
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del juez Rosenkrantz, en cuanto a los párrafos 73, 98, 140 y 142 de 
la opinión consultiva que hacen alusión a la finalidad que persigue 
la prohibición de la reelección presidencial indefinida y a los efec-
tos nocivos que su habilitación trae aparejada. Sin embargo, en 
estos tramos la sentencia no afirma la vinculatoriedad de la OC-
28/21 para Argentina y los sujetos que componen la federación.

VI. Conclusiones

De acuerdo a la Convención, existen dos tipos de opiniones con-
sultivas. Una, para interpretar la Convención u otros tratados de 
derechos humanos (art. 64.1). Otra, para verificar la compatibili-
dad normativa entre el sistema interamericano y un ordenamien-
to interno (64.2). Ergo, control de convencionalidad concentra-
do (“res interpretata”) y difuso (“res iudicata”), respectivamente. 
En el primer caso, el examen es en abstracto, hacia dentro de las 
normas interamericanas y el efecto del pronunciamiento es erga 
omnnes. Aquí, la Corte IDH actúa a semejanza de los tribunales 
constitucionales. En el segundo caso, la evaluación es en concre-
to, hacia afuera o entre dos ordenamientos normativos y la opi-
nión impacta de forma directa en el derecho positivo del Estado 
que solicitó el juicio de compatibilidad. En cualquier caso, para la 
mirada de la Corte IDH, ambas opiniones consultivas tienen una 
onda expansiva continental. 

En la OC-28/21, la Corte IDH se desenvuelve en el primer 
plano. El escrutinio es dentro de los muros normativos del siste-
ma interamericano. Entonces, no interrelaciona el ordenamiento 
jurídico del Estado solicitante con el sistema convencional. Así 
las cosas, la interpretación de la reelección presidencial indefini-
da surtiría efectos para la totalidad de los Estados miembros. De 
modo tal que los Estados parte deberían proceder a erradicarla 
o estarían imposibilitados de consagrarla. Es este asunto, para la 
mayoría de la Corte IDH, no hay margen de apreciación nacional. 
En efecto, en el párrafo 147 y en otros, la Corte IDH reconoce un 
margen que no alcanza a la reelección presidencial indefinida:

Al respecto, esta Corte reitera que el sistema interamericano, la De-
claración Americana y la Convención no imponen a los Estados un 
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sistema político, ni una modalidad determinada sobre las limitacio-
nes de ejercer los derechos políticos. Los Estados pueden regular 
la reelección presidencial de acuerdo a sus necesidades históricas, 
políticas, sociales y culturales (supra párr. 86). Sin embargo, los 
Estados americanos han soberanamente consentido que el ejercicio 
efectivo de la democracia constituye una obligación jurídica inter-
nacional (supra párr. 55) y han convenido el cumplimiento de las 
obligaciones en materia de derechos humanos derivadas de los ins-
trumentos internacionales que hacen parte del sistema interameri-
cano de protección de los derechos humanos.

Como se ha visto, la letra de la Convención no prohíbe la posi-
bilidad de que los Estados parte instauren para los cargos electivos 
ejecutivos y legislativos, en cualquier nivel, la reelección indefi-
nida en sus ordenamientos constitucionales.22 La obligación esta-
tal que emana del artículo 23 de la Convención es la de realizar 
elecciones periódicas y auténticas. La norma se encuentra redac-
tada en clave de derechos y oportunidades de los ciudadanos. El 
elemento de la periodicidad electoral impone, tácita, aunque ines-
cindiblemente, que los mandatos debían tener un límite temporal.

En definitiva, la prohibición de reelección indefinida no pue-
de inferirse de la Convención. En consecuencia, los Estados par-
te del sistema interamericano poseen un margen de apreciación 
nacional para consagrar la reelección de cargos electivos, tanto 
en su versión definida como indefinida, habida cuenta de que 
no cedieron porciones de su soberanía sobre esa cuestión. Las 
prohibiciones de reelección no derivan de la Convención, sino 
que se constatan en las constituciones de los Estados nacionales. 
Ese margen de apreciación también se extiende a la definición de 
la duración de los mandatos electivos, aunque aquí la obligación 
de limitación surge expresamente de la Convención. El punto a 
dirimir es la razonabilidad de la duración.

22	 En la misma línea, una corriente sostiene que la Corte IDH: “realiza ase-
veraciones que no aparecen respaldadas bajo ningún punto de vista por el 
texto convencional, y éste es el punto esencial de nuestra crítica (�) hay 
un absoluto voluntarismo del tribunal sin apoyatura en ningún elemento 
cognitivo que pueda surgir de la norma convencional”, Colombo Murúa, 
Ignacio (director), Un análisis de la doctrina del control de convencionalidad. 
Doctrina y práctica, Resistencia, ConTexto, 2022, p. 81. 
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La CA se ocupa solamente de la duración y la reelección de 
los cargos nacionales (presidente, senadores y diputados), y deja 
librado a las provincias y la CABA la regulación de los mandatos 
locales. La descripción da cuenta de que el punto de partida de 
configuración de las democracias republicanas son las constitu-
ciones. En relación directa con la conjetura inicial, advierto que 
la Corte IDH, en casos de alta sensibilidad política o moral, o 
por lo menos en este caso, tiene una marcada tendencia a actuar 
al margen de la letra de la Convención. El motivo: imponer sus 
buenas intenciones. El método: eludir las reglas y valerse de la 
invocación de principios y de la ponderación de consecuencias 
que identifica discrecionalmente.

Esa manera de entender el fenómeno jurídico va en contra de 
los compromisos asumidos expresamente por los Estados parte 
y, en consecuencia, afecta las decisiones democráticas tomadas 
en ejercicio de sus soberanías. Frente a este conjunto de afirma-
ciones, podría catalogarse a la Corte como un tribunal iusmora-
lista23 e interpretativista24 y neoconstitucionalista25 que aplica sus 

23	 Juan Antonio García Amado define al iusmoralismo como: “aquellas doc-
trinas que mantienen que hay una parte del Derecho que (i) no es derecho 
positivo y, por tanto, rige aunque ningún legislador lo haya “puesto”, lo haya 
legislado; (ii) que esa parte no positiva del Derecho es la parte superior del 
Derecho, por lo que prevalece sobre las normas puestas o positivas que la 
contradigan; y (iii) que la naturaleza de esas normas jurídicas, integrantes 
del sistema jurídico, pero no del derecho positivo, es una naturaleza moral; 
es decir, que se trata de normas morales que, al tiempo, son jurídicas”, Gar-
cía Amado, Juan Antonio, Teoría del derecho. Una introducción, Perú, Zela, 
2023, p. 58. 

24	 Juan Antonio García Amado explica que una forma de iusmoralismo la re-
presenta Ronald Dworkin y explica: “toda aplicación de las normas de un 
sistema jurídico debe tomar en cuenta esa inspiración moral del conjunto 
del sistema y, desde ahí, cabe no solo hallar la mejor interpretación de cada 
norma para cada caso, sino, incluso, inaplicar la norma vigente cuando la 
solución a que tal aplicación lleve sea contraria a es fundamento moral del 
conjunto del sistema”, García Amado, Juan Antonio, op. cit., p. 70.

25	 Para la variante iusmoralista neoconstitucionalista, según García Amado, 
las constituciones tienen un fondo moral que: “permite encontrar para 
cada caso conflictivo o difícil la solución jurídica debida, que es, al tiempo, 
la solución moralmente correcta, ya que las constituciones tienen más con-
tenido del que en sus enunciados se dice y, con ayuda del método llamado 
de ponderación, cabe descubrir para cada caso esa solución que en el fondo 
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criterios de justicia. En contraposición, el positivismo jurídico 
constitucional y, paradojicamente, el convencional se ven des-
plazados a un segundo plano, dado que la escena es dominada 
por el sentido de justicia de la Corte IDH. 
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